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CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA 
SEGUNDA SALA CONSTITUCIONAL 


Expediente N? 01600-2020-0-1801-JR-DC-10 


Demandante Luis Alberto Gonzales Zúñiga Guzmán 
Demandado Ministerio de Agricultura y Riesgo 
Materia Proceso de Amparo 

Juzgado 10*Juzgado Constitucional 


Vista de la causa 12.07.2022 (5) 
RESOLUCIÓN NÚMERO VEINTICUATRO 
Lima, veintiséis de julio 

del dos mil veintidós.- 


I. VISTOS 


Habiéndose analizado y debatido la causa, conforme lo prescriben los artículos 
131*y 133”de la Ley Orgánica del Poder Judicial, este colegiado integrado por los 
jueces superiores: Vílchez Dávila, Saavedra Choque y Romero Roca, quien 
interviene como ponente, emiten la siguiente decisión judicial. 


Il. ASUNTO 


2.1 Es materia de grado el auto contenido en la resolución N* 06 de fecha 23 de 
marzo de 2021*, que declara infundada la excepción de falta de legitimidad para 
obrar y falta de agotamiento de la vía administrativa deducida por la Procuraduría 
Pública del Consejo de Ministro. 


2.2 Asimismo, el auto contenido en la resolución N* 07 de fecha 23 de marzo de 
2021?, que declara infundada la excepción de incompetencia y falta de agotamiento 
de la vía previa deducida por la Procuraduría de Agricultura y Riesgo. 


2.3 También es materia de grado la sentencia contenida en la resolución N*16 de 
fecha 20 de agosto de 2021*, que declara fundada la demanda de proceso de 
amparo, en consecuencia, nula la Resolución Suprema N* 002-2020-MINAGRI de 
fecha 04 de junio de 2020 y ordena a la demandada que reponga al demandante en 
el cargo de Director Ejecutivo del Servicio Nacional Forestal y de Fauna Silvestre — 
SERFOR; con costos del proceso. 


III. FUNDAMENTOS DE LOS RECURSOS DE APELACIÓN 


3.1 La demandada, Procurador Público del Consejo de Ministro, contra la resolución 
N* 06, señala respecto a la falta de legitimidad pa ra obrar del demandado que el 
Presidente de la República no participa en el proceso de selección o de destitución 
de personal que labora para el Ministerio de la Agricultura y Riesgo o sus 
organismos adscritos o dependientes de dicha institución, no advirtiéndose que 
tenga legitimidad para obrar en el presente proceso, motivo por el cual el 


1 Ver página 244 — TOMO |. 
? Ver página 275 — TOMO l. 
3 Ver página 660 — TOMO ll. 


argumento expuesto por el Juez deviene en erróneo, evidenciándose que incurre en 
una motivación aparente que vulnera el debido proceso. 


Con relación a la excepción de falta de agotamiento de la vía administrativa, señala 
que la apelada deviene en improcedente, por cuanto considera que no cumple con 
el estándar de motivación exigido para afirmar que una decisión judicial está 
debidamente fundamentada y que ha observado lo dispuesto en el artículo 139.5 de 
la Constitución. La resolución suprema cuestionada, por el hecho que ha sido 
rubricada por el Presidente de la República, no deja ser un acto administrativo 
pasible de cuestionamiento en la vía administrativa y puede ser cuestionada 
mediante los recursos administrativos contemplados en el artículo 207.1 de la Ley 
N*27444. 


3.2 La Procuraduría Público del Ministerio de Desarrollo Agrario y Riesgo, contra la 
resolución N* 07, señala respecto a la excepción de incompetencia que por razón 
de la materia no se ha tenido en cuenta el precedente vinculante emitido por el 
Tribunal Constitucional en la STC 02383-2013-PA/TC, ni el artículo 9* del Código 
Procesal Civil, de aplicación supletoria, el cual señala que la competencia por razón 
de la materia se determina por la naturaleza de la pretensión y por las disposiciones 
legales que la regulan, por lo que, el material probatorio ofrecido resulta insuficiente 
para la acreditación de la supuesta violación del derecho alegado. 


Con respecto a la excepción de falta de agotamiento de la vía administrativa, no se 
ha tenido en cuenta el numeral 4) del artículo 5%d el Código Procesal Constitucional, 
que establece que no proceden los procesos constitucionales cuando no se hayan 
agotado las vías previas, en concordancia, con el artículo 45”que establece que el 
amparo sólo procede cuando se hayan agotado las vías previas. 


El demandante antes de promover el presente proceso, se encontraba obligado a 
agotar la vía administrativa o previa que se encuentra regulada y no como 
erróneamente señala el Juez, en el cuarto considerando del auto impugnado, que 
no se encuentra regulada, siendo que de los medios probatorios ofrecidos, no obra 
documento alguno que dé cuenta de que haya interpuesto medio impugnatorio 
alguno ante el Tribunal del Servicio Civil contra el acto de remoción que cuestiona, 
pese a tener este último colegiado administrativo competencia para conocer los 
recursos de apelación sobre materias de terminación de relación de trabajo, según 
las normas arriba indicadas. 


3.3 El Procurador Público del Ministerio de Desarrollo Agrario y Riesgo, también 
apela la sentencia, señalando que la demanda debió de ser necesariamente 
declarada improcedente, por cuando la judicatura ordinaria cuenta con vías 
procesales idóneas para acoger indistintamente las pretensiones del demandante y 
darles tutela adecuada, más aun cuando no se ha acreditado un riesgo de 
irreparabilidad del derecho en caso de que se transite por la vía ordinaria, más aún 
cuando no ha tenido en cuenta la STC 206-2005-AA/TC. 


El demandante fue un funcionario de libre designación o remoción por encontrarse 
dentro de la categoría de personal de dirección, queda también acreditado que su 
cargo concluye por decisión discrecional unilateral de la autoridad que lo designó, 
de conformidad con el literal m) del artículo 49*, literal b) del 55% de la Ley N* 
30057, Ley del Servicio Civil, literal c) de la Sexta Disposición Transitoria de la Ley 
N?* 29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo; y el artículo 4* de la Ley N* 28175, Ley 
Marco del Empleo Público, razón por la cual no existe agresión alguna de su 
derecho constitucional al debido procedimiento y derecho al trabajo. 


La resolución impugnada contraviene su derecho a la tutela procesal efectiva en su 
dimensión de indebida motivación de resoluciones judiciales, ya que no toma en 
cuenta de manera relevante los principios y derechos de la función jurisdiccional 
como el del Juez natural, configurándose ello en el apartamiento inmotivado del 
precedente vinculante emitido por el Tribunal Constitucional en la STC N* 02383- 
2013-PA-TC, advirtiéndose en una falta de motivación en la sentencia al inobservar 
la reiterada jurisprudencia del Tribunal Constitucional en las cuales se sustentan su 
argumentación y especialmente a la proscripción de reposición de funcionarios 
públicos. 


3,4 El Procurador Público del Consejo de Ministros también expresa agravios contra 
la sentencia, señalando que de acuerdo a la situación jurídica del demandante y al 
cargo que ocupaba de director ejecutivo, de una lectura de sus funciones 
contempladas en las normas precedentemente citadas, éste no resulta ser un 
funcionario público de remoción regulada, sino su remoción o término de 
designación está sujeto a la libre decisión del funcionario público que lo designa, 
basada en la confianza para realizar funciones de naturaleza política, normativa o 
administrativa. 


Bajo este criterio jurisprudencial, sobre el caso en concreto, se observa que la 
Resolución Suprema N*002-2020-MINAGRI de fecha 04 de junio del 2020, dejó sin 
efecto el cargo de Director Ejecutivo que ocupaba el demandante dentro de la 
estructura orgánica del SERFOR y de los Organos de Alta Dirección, además de 
ello, se observa que de las funciones que realiza la Dirección Ejecutiva, se deduce 
que, el cargo de Director Ejecutivo resulta ser calificado como “personal de 
dirección”, por lo que, por su naturaleza lleva implícita la calificación de confianza. 


En tal sentido, concluye que la Resolución Suprema N* 002-2020-MINAGRI no 
vulnera derecho constitucional alguno, ya que el demandante, desde el inicio de la 
relación laboral, estaba sujeto a la confianza del empleador para su estabilidad en 
el empleo, razón por la cual la demanda debe ser desestimada. 


Tal y como ha establecido sobre la base de los párrafos precedentes, la resolución 
suprema materia de controversia, ha sido elaborada y emitida conforme a Ley, al no 
renovarse el cargo al accionante, por la causal de pérdida de confianza, en su 
condición de director ejecutivo del Servicio Nacional Forestal y de Fauna Silvestre - 
SERFOR, Organismo Público Técnico Especializado adscrito al Ministerio de 
Agricultura y Riego. El Acto administrativo gubernamental no constituye una 
vulneración de derechos o proyectos de vida y menos que se haya vulnerado 
alguna normatividad constitucional o administrativa, de la que hace referencia el 
amparista, situación que por cierto no ha sido analizada ni valorada por el A-quo a 
pesar de que fuera expuesto en nuestra contestación de demanda, incurriendo en 
una incongruencia procesal. 


IV. ANTECEDENTE DE LO ACTUADO EN EL PROCESO 


4.1 El demandante, Luis Alberto Gonzales Zúñiga Guzmán, interpone demanda de 
amparo contra el Ministerio de Agricultura y Riesgo, teniendo las siguientes 
pretensiones: 


Petitorio Principal: De conformidad con lo previsto en el artículo 55* del Código 
Procesal Constitucional, se repongan el estado de las cosas al momento anterior 
en que mediante Resolución Suprema N* 002-2020-MINA GRI, se dio por 
concluida su designación en el cargo de Director Ejecutivo del Servicio Nacional 
Forestal y de Fauna Silvestre — SERFOR, Organismo Público Técnico 


Especializado adscrito al Ministerio de Agricultura y Riesgo, al haberse 
violentado sus derechos constitucionales, al debido procedimiento administrativo, 
a la interdicción, a la arbitrariedad, a la debida motivación, al trabajo, 
reconocidos en los artículos 2, inciso 15), 3 y 139 incisos 3) y 5) de la 
Constitución, así como cualquier otro en aplicación del principio de suplencia de 
queja. 


Primer _Petitorio Accesorio: Se deje sin efecto legal alguno la Resolución 
Suprema N* 002-2020-MINAGRI, mediante el cual se dio por concluida la 
designación del demandante en el cargo de Director Ejecutivo del Servicio 
Nacional Forestal y de Fauna Silvestre — SERFOR, publicada en el diario oficial 
“El Peruano” el 05 de junio de 2020. 


Segundo Petitorio Accesorio: De ampararse la pretensión principal, se restituya 
al recurrente en el pleno goce de sus derechos constitucionales, reponiéndoselo 
en el cargo de Director Ejecutivo del Servicio Nacional Forestal y de Fauna 
Silvestre — SERFOR, Organismo Público Técnico Especializado adscrito al 
Ministerio de Agricultura y Riesgo. 


Como fundamento de hecho de su demanda, señala que, en noviembre de 2018, el 
Consejo Directivo del SERFOR convocó a un concurso público de méritos para 
seleccionar al primer Director Ejecutivo de la entidad que mantendría una relación 
funcionarial pública estable y nacida de los méritos y capacidad propios del 
postulante ganador. Posteriormente, este concurso público de méritos fue 
encargado por el propio SERFOR y el Ministerio de Agricultura, a una comisión 
especial a fin de que este órgano especializado gestione todas las etapas selectivas 
hasta encontrar un postulante ganador, que luego fuera propuesto al Consejo 
Directivo del SERFOR. 


Las reglas específicas que rigieron este concurso público de méritos fueron 
contenidas en las denominadas “Bases del concurso público de méritos Director 
Ejecutivo del SERFOR”, señalándose claramente el objeto, la finalidad, monto de 
remuneración del puesto público, funciones y potestades que ejercitaría el ganador, 
los mecanismos de inscripción, requisitos mínimos y deseables de postulación, el 
procedimiento del concurso compuesto de cuatro etapas (revisión de requisitos, 
evaluación psicológica, evaluación curricular y entrevista personal con exposición 
del plan general de gestión), otras consideraciones y formatos estándar que 
utilizarían los respectivos postulantes. 


El puesto público y directivo sacado a concurso en esa oportunidad, tiene la 
naturaleza de funcionario público de remoción regulada, sometido a los principios 
constitucionales de igualdad, merito y capacidad, con un intenso papel de 
preevaluación del Consejo Directivo del SERFOR, expresamente citado en el 
artículo 15%de la Ley N*29763. 


El demandante accedió a concursar y someterse a todas las reglas propias 
contenidas en las bases antes mencionadas, luego de dicho cumplimiento de las 3 
fases establecidas, obtuvo el puntaje final de 83.22, siendo acreedor al primer lugar 
del concurso público, tal como expresamente puede revisarse en el cuadro del 
mérito final de 10 de diciembre de 2018. 


Con fecha 18 de diciembre de 2018, en la VII Sesión Ordinaria del Consejo 
Directivo del SERFOR, conforme se señala en el Acta N* 005-2018- 
MINAGRI/CD/SERFOR, se decidió proponer al recurrente para el nombramiento 
final por parte del gobierno, al haber obtenido el mayor puntaje dentro del Cuadro 


de Méritos Final del Concurso Público de Méritos para Director Ejecutivo de 
SERFOR. 


Luego, el 28 de enero de 2019, se procedieron a publicar el nombramiento del 
recurrente en el puesto de Director Ejecutivo del SERFOR contenido en la 
Resolución Suprema N* 001-2019-MINAGRI; sin embargo, después de 1 años, 4 
meses y 6 días de gestión, sin mediar la intervención del Consejo Directivo del 
SERFOR, los demandados emitieron y publicaron la Resolución Suprema N* 002- 
2020-MINAGAR!I, por la cual dan por concluida la designación del citado funcionario 
público en el cargo del Director Ejecutivo de SERFOR y se decidió en el mismo acto 
encargar al Viceministro de Desarrollo e Infraestructura Agraria y Riesgo del 
Ministerio de Agricultura y Riesgo, en adición a sus funciones, el puesto de Director 
Ejecutivo de SERFOR, en tanto se designe a su titular. 


Actualmente, dicho Viceministro sigue ejerciendo las labores propias del Director 
Ejecutivo, tomando una serie de medidas y requerimientos que se adjuntar a la 
presente demanda de amparo, con lo cual se vulnera su derecho al trabajo, a la 
interdicción de la arbitrariedad, al honor, a la reputación y al proyecto de vida. 


4.2 El demandado, Procurador Público del Consejo de Ministro, contesta la 
demanda señalando que la demanda es improcedente al recaer en la causal 
prevista en el artículo 5” inciso 2) del Código Pro cesal Constitucional, en tanto 
existen vías procedimentales especificas igualmente satisfactorias para resolver la 
litis, pues para solicitar la nulidad de un acto administrativo, cuando carece de algún 
requisito de validez, se deberá recurrir al proceso contencioso administrativo y no la 
vía del amparo, pues no es la vía idónea para resolver la pretensión de autos en 
tanto el demandante no acredite un acto concreto de afectación producido por la 
resolución materia de cuestionamientos. La pretensión es un cuestionamiento 
relacionado al retiro de la falta de confianza por parte de la gestión ejecutiva que 
realizaba en SERFOR. 


Afirma que la demanda es infundada, por cuanto no cumple con lo dispuesto en el 
artículo 38* del Código Procesal Constitucional, pues la Resolución Suprema N* 
002-2020-MINAGRI, resolvió removerlo de su cargo por la causal de pérdida de 
confianza en su condición de Director Ejecutivo del SERFOR, siendo esta 
resolución expedida, elaborada y emitida conforme a ley, al no renovarse el cargo al 
demandante, por la causal de pérdida de confianza, en el puesto que ocupaba. Este 
acto administrativo no constituye una vulneración de derechos o proyectos de vida y 
menos que se haya vulnerado alguna normatividad constitucional o administrativa, 
de la que hace referencia el amparista. 


También deduce la excepción de falta de legitimidad para obrar pasiva del 
demandado, señalando que si bien la resolución cuestionada se encuentra 
refrendada por el Presidente de la República, que obedece al ejercicio regular de 
sus funciones conforme a Ley, y no se advierte que el amparista haya establecido 
algún tipo de relación jurídica procesal válida respecto a su representada en el 
presente proceso, o en su defecto, algún argumento que cuestione su facultad 
discrecional que ostenta según lo que establece la Ley N*29158 y la Constitución 
Política del Estado. 


También deduce la excepción de falta de agotamiento de la vía previa 
administrativa, señalando que la Resolución Suprema N* 002-2020-MINAGRI, 
constituye un acto administrativo, y que al existir una controversia laboral debió de 
reclamar como primera instancia administrativa ante el Ministerio de la Agricultura y 
Riesgo y luego, en caso de no obtener una resolución que le resulte favorable, 


debió interponer e iniciar un proceso contencioso administrativo ante el Poder 
Judicial de conformidad con el artículo 148*de la Constitución Política del Estado. 


4.3 La demandada, Procurador Público del Ministerio de Desarrollo Agrario y 
Riesgo, contesta la demanda señalando que el demandante no ha acreditado la 
naturaleza urgente de su pretensión, por lo que no es susceptible de ser tramitada 
en la vía del amparo. Desde la perspectiva subjetiva es oportuno destacar que el 
actor se ha limitado solo a enunciar que el acto de remoción que cuestiona amerita 
de un control constitucional sin ofrecer elementos mínimos de convicción. 


Mediante Resolución Suprema N*001-2019-MINAGRI del 28 de enero de 2019, se 
designa al demandante como Director Ejecutivo del SERFOR, y en aplicación de la 
Ley N* 29158 y la Ley N* 27594, se dictó la resoluc ión designándose a dicho 
funcionario que, de acuerdo a la tesis que sostiene, es un funcionario público de 
libre designación y remoción. 


Existen dos puntos fundamentales que deben ser observados con relación al 
acceso al cargo por parte del accionante: el primero, que el cargo que ostentó antes 
de su alegada vulneración de sus derechos fundamentales, se trató de un cargo de 
dirección (Director Ejecutivo del SERFOR) lo que ha sido señalado por el propio 
demandante; y segundo, que accedió a este cargo a través de un concurso público 
de méritos y no por promoción, de modo tal, que postuló al mismo con pleno 
conocimiento de la naturaleza del cargo. 


El cargo ejercido por el demandante fue uno de dirección de pleno conocimiento del 
actor desde la etapa inicial del concurso público de méritos con el que accedió al 
cargo, esto de conformidad con el artículo 10% del Reglamento de Organización y 
Funciones del SERFOR, aprobado mediante Decreto Supremo N* 007-2013- 
MINAGAR!I, en el cual precisa las funciones de la Dirección Ejecutiva. 


En el presente caso, la designación del funcionario, se efectuó por atribución directa 
de la norma constitucional y las normas antes citadas, siendo este un acto de 
gobierno dictado en el ejercicio de una actividad puramente discrecional, en este 
caso por motivo de mérito es que fuera propuesto y al ser un acto discrecional la 
designación, son irrevisables, es decir, exentos del control jurisdiccional. 


Ya teniendo en cuenta la naturaleza de la designación en el presente caso, es decir 
discrecional, el Tribunal Constitucional en la sentencia emitida en el Exp. N*01568- 
2011-PA/TC, haciendo referencia a la ratio decidendi que se utilizó en la STC Exp. 
N* 03349-2007-PA/TC, precisa que el ingreso por con curso público no determina 
que el cargo no pueda ser considerado como de confianza; son la realidad de los 
hechos y la naturaleza de las labores las que lo determinan. 


En ese sentido, debe tenerse presente que el cargo ostentado por el actor como 
Director Ejecutivo de la Institución, le confería la representación legal y conducción 
del funcionamiento del SERFOR, teniendo poder de designación de los puestos 
directivos más importantes de la institución como son el Secretario General, 
Directores Generales y Directores, es decir, de los puestos de confianza más 
importantes de la Entidad, entre otros. 


También deduce la excepción de incompetencia por razón de la materia, señalando 
que la judicatura ordinaria cuenta con vías procesales idóneas para escoger 
indistintamente las pretensiones del demandante y darles tutela adecuada, por lo 
que el Juez ordinario asume la potestad jurisdiccional en lo referido a pretensiones 


de nulidad de actos emanados por la autoridad pública o específicamente de 
reposición laboral. 


De modo que los órganos jurisdiccionales ordinarios, al tener conocimiento de las 
pretensiones postuladas no pueden ser arrogadas por el Juez Constitucional, salvo 
que se acredite la especial trascendencia constitucional y tutela urgente del caso. 


Por último, deduce la excepción de falta de agotamiento de la vía administrativa, 
señalando que el demandante antes de promover el presente proceso, se 
encontraba obligado a agotar la vía administrativa por estar así dispuesto en las 
normas antes glosadas, no obstante, en los medios probatorios ofrecidos no obra 
documento alguno que dé cuenta de que haya interpuesto medios impugnatorio 
alguno ante el Tribunal del Servicio Civil contra el acto de remoción que cuestiona, 
pese a tener este último colegiado administrativo competencia para conocer los 
recursos de apelación sobre materias de terminación de relación de trabajo, según 
las normas legales antes glosadas. 


V. CONSIDERANDO 
De los procesos constitucionales 


5.1 El artículo Il del Título Preliminar de la Ley N* 31307* - Nuevo Código Procesal 
Constitucional, establece que son fines esenciales de los procesos 
constitucionales garantizar la vigencia efectiva de los derechos constitucionales 
reconocidos por la Constitución y los tratados de derechos humanos, así como los 
principios de supremacía de la Constitución y fuerza normativa. 


5.2 En el proceso de amparo no se declaran ni constituyen derechos 
constitucionales a favor de ninguna de las partes, ni se discuten cuestiones 
atinentes a la titularidad de estos, lo que, si sucede en los procesos ordinarios, sino 
que más bien el proceso de amparo tiene por finalidad restablecer el ejercicio de un 
derecho constitucional (finalidad restitutoria), si acaso resultó lesionado y siempre y 
cuando la lesión no se haya convertido en irreparable. En ese sentido, el proceso 
de amparo cumple una función strictu sensu restitutoria. 


Con relación a la resolución N*06 y 07 
Excepción de falta de legitimidad para obrar del demandado 


5.3 Esta excepción constituye un concepto lógico de identidad que debe existir 
entre los sujetos que forman parte de la relación jurídica material con aquellos que 
van a formar parte de la relación jurídica procesal; en tal virtud, el proceso sólo se 
promueve por quien afirma ser titular del derecho e imputa la titularidad de la 
obligación a la persona demandada. 


Así, esta excepción plantea la imposibilidad de emitir un pronunciamiento válido 
sobre el fondo, por no haber coincidencia entre las partes que conforman la relación 
jurídico-sustantiva y las que integran la relación jurídico procesal. 


En el caso de autos, la Resolución Suprema cuestionado ha sido expedida en base 
a la facultad establecida en el literal c) de la Sexta Disposición Transitoria de la Ley 
N*29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, que est ablece que el Presidente de la 


% La Primera Disposición Complementaria Final de la Ley N* 31307, prescribe: “Las normas procesales pre vistas 
por el presente código son de aplicación inmediata, incluso a los procesos en trámite” 


7 


República, mediante resolución suprema, puede remover por causal de pérdida de 
confianza a los titulares, jefes, presidentes e integrantes de los Consejos Directivos 
o Directorios de los Organismos Públicos, con excepción de los Organismos 
Reguladores que actúan en representación del Poder Ejecutivo; asimismo de 
acuerdo a la Ley N*29158? y a la ley Ley N*27594, Ley que regula la partic ipación 
del Poder Ejecutivo en el nombramiento y designación de funcionarios públicos. 


En tal contexto fáctico y jurídico, se verifica que esta demandada es parte de la 
relación jurídica sustancial que genera la presente controversia constitucional y no 
es absolutamente ajena a ella, razón por la cual le corresponde integrar la relación 
jurídica procesal entablada en este proceso de tutela urgente, deviniendo, por tanto, 
en inviable tal excepción. 


Excepción de falta de agotamiento de la vía previa 


5.4 La pretensión consiste en que se declare inaplicable lo dispuesto en el Decreto 
Supremo N* 002-2020-MINAGRI, puede tener protección a través del proceso de 
amparo y sin necesidad de agotar la vía previa establecida, dado que el 
demandante afirma que existe la vulneración de su derecho constitucional al trabajo 
y que ésta ya habría sido ejecutada al haber sido retirado de su puesto de trabajo 
ganado por concurso público y habría sido removido sin mediar causal legítima de 
cese, razón por la cual, no resulta necesario agotar la vía administrativa, en caso 
exista, de acuerdo a lo establecido por el artículo 46*, incisos 1) y 2), del Código 
Procesal Constitucional, vigente a la data de la interposición de esta demanda, 
repetido en el artículo 43 del nuevo Código, esto es por haberse ejecutado el acto 
cuestionado; por todo ello, corresponde desestimar los agravios invocados por los 
demandados. 


Excepción de incompetencia por razón de la materia 


5.5 La excepción de incompetencia es el instituto procesal que denuncia la falta de 
aptitud del Juez para avocarse al conocimiento de un determinado proceso. Se 
propone cuando se demanda ante un Juez que no es el competente para conocer 
el proceso, en razón del territorio, de la materia, del grado, del turno y la cuantía. 


En el caso se denuncia la vulneración de derechos constitucionales, sustentados en 
al debido procedimiento administrativo, a la interdicción, a la arbitrariedad, a la 
debida motivación, al trabajo, entre otros, toda vez que se afirma que mediante 
Resolución Supremo N*002-2020-MINAGRI, se da por concluida, a partir del 04 de 
junio de 2020, su designación como Director Ejecutivo del Servició Nacional 
Forestal y de Fauna Silveste— SERFOR, Organismo Público Técnico 
Especializado adscrito al Ministerio de Agricultura y Riego, y le da las gracias por 
los servicios prestados, a pesar de que ha obtenido dicho cargo por concurso 
público por un plazo determinado y su remoción está regulada y no se trata de 
cargo de confianza de libre remoción, razón por la cual la controversia entablada en 
dichos términos, en principio, tiene relevancia constitucional para ser tramitado en 
el proceso de amparo, cuya competencia corresponde a la justicia constitucional de 


5 Artículo 11.- Facultad normativa del Presidente de la República 

Corresponde al Presidente de la República dictar los siguientes dispositivos: (...) 

Resoluciones Supremas.- Son decisiones de carácter específico rubricadas por el Presidente de la República y 
refrendadas por uno o más Ministros a cuyo ámbito de competencia correspondan. Son notificadas de conformidad 
con la Ley del Procedimiento Administrativo General y/o se publican en los casos que lo disponga la ley.” 

$ Artículo 46.- Excepciones al agotamiento de las vías previas. No será exigible el agotamiento de las vías previas 
si: 1) Una resolución, que no sea la última en la vía administrativa, es ejecutada antes de vencerse el plazo para 
que quede consentida; 2) Por el agotamiento de la vía previa la agresión pudiera convertirse en irreparable; 
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acuerdo al artículo 42” del nuevo Código Procesal Constitucional, por tanto, 
corresponden desestimar los agravios invocados. 


VI. SOBRE LA CONTROVERSIA 


Teniendo en cuanto lo alegado por ambas partes, corresponde establecer si se ha 
producido (o no) un despido arbitrario, toda vez que el demandante afirma que se 
ha vulnerado su derecho al trabajo, y otros, al habérsele removido de su cargo 
público sin expresión de causa alguna, a pesar de que se trata de un funcionario de 
designación y remoción regulada; es decir, corresponde establecer si el cargo de 
Director Ejecutivo de SERFOR tiene (o no) la condición de funcionario de 
designación y remoción regulada, cuya remoción no podría ser sustentada 
invocando la causal de la pérdida de la confianza y/o por decisión unilateral de la 
autoridad que lo designó. 


VII. CON RELACIÓN A LA SENTENCIA 
Debido proceso en sede administrativa 


7.1 En uniforme y reiterada jurisprudencia, el Tribunal Constitucional ha sostenido 
que: “(...) el fundamento principal por el que se habla de un debido proceso 
administrativo encuentra sustento en el hecho de que tanto la administración como 
la jurisdicción están indiscutiblemente vinculadas a la Carta Magna, de modo que si 
ésta resuelve sobre asuntos de interés del administrado, y lo hace mediante 
procedimientos internos, no existe razón alguna para desconocer las categorías 
invocables ante el órgano jurisdiccional. (Cfr STC 4889- 2004-AA)” 


De ello se infiere que el debido proceso en sede administrativa importa un conjunto 
de derechos y principios que forman parte de un contenido mínimo, y que 
constituyen las garantías indispensables con las que cuenta el administrado frente a 
la Administración. 


7.2 Al respecto, con relación al debido proceso en sede administrativa, este 
Tribunal Constitucional- en la sentencia emitida en el Expediente 04289-2004- 
AA/TC (fundamento 2) — ha expresado lo siguiente: 


(...) el debido proceso, como principio constitucional, está concebido como el 
cumplimiento de todas las garantías y normas de orden público que deben 
aplicarse a todos los casos y procedimientos, incluidos los administrativos, a fin 
de que las personas estén en condiciones de defender adecuadamente sus 
derechos ante cualquier acto del Estado que pueda afectarlos. 


7.3 Respecto a la motivación de los actos administrativos, ha tenido oportunidad de 
abundar su posición, considerando lo siguiente: 


[...][E]l derecho a la motivación de las resoluciones administrativas es de especial 
relevancia. Consiste en el derecho a la certeza, el cual supone la garantía de todo 
administrado a que las sentencias estén motivadas, es decir, que exista un 
razonamiento jurídico explícito entre los hechos y las leyes que se aplican. [...] La 
motivación de la actuación administrativa, es decir, la fundamentación con los 
razonamientos en que se apoya, es una exigencia ineludible para todo tipo de actos 
administrativos, imponiéndose las mismas razones para exigirla tanto respecto de actos 
emanados de una potestad reglada como discrecional. El tema de la motivación del 
acto administrativo es una cuestión clave en el ordenamiento jurídico-administrativo, y 
es objeto central de control integral por el juez constitucional de la actividad 
administrativa y la consiguiente supresión de los ámbitos de inmunidad jurisdiccional. 


Constituye una exigencia o condición impuesta para la vigencia efectiva del principio de 
legalidad, presupuesto ineludible de todo Estado de derecho. A ello, se debe añadir la 
estrecha vinculación que existe entre la actividad administrativa y los derechos de las 
personas. Es indiscutible que la exigencia de motivación suficiente de sus actos 
es una garantía de razonabilidad y no arbitrariedad de la decisión administrativa. 
En esa medida, este Tribunal debe enfatizar que la falta de motivación o su 
insuficiencia constituye una arbitrariedad e ilegalidad, en la medida en que es 
una condición impuesta por la Ley N*27444 . Así, la falta de fundamento racional 
suficiente de una actuación administrativa es por sí sola contraria a las garantías 
del debido procedimiento administrativo.” (STC 00091-2005- PA/TC, F.J. 9, párrafos 
3, 5 a 8, criterio reiterado en las SSTC 294-2005- PA/TC, 5514-2005-PA/TC, entre 
otras.). (Resaltado es nuestro) 


7.4 En este punto corresponde destacar que todo funcionario público tiene el deber 
de observar el principio de legalidad que está regulado en el numeral 1.1 artículo IV 
del Título Preliminar del Texto Unico Ordenado de la Ley N* 27444, Ley del 
Procedimiento Administrativo General, aprobado por Decreto Supremo N* 004- 
2019-JUS”. Así, las autoridades administrativas deben actuar con respeto a la 
Constitución, la ley y al derecho, dentro de las facultades que le estén atribuidas y 
de acuerdo con los fines para los que les fueron conferidas. 

Este principio implica la sujeción irrestricta de la Administración Pública al bloque 
normativo constitucional y legal, exigiéndoseles que todas sus actuaciones que 
realicen dentro de sus funciones deben de encontrarse legitimadas y autorizadas 
por las normas jurídicas vigentes, siendo posible su actuación únicamente respecto 
de aquello sobre lo cual se les hubiera concedido potestades. En ese sentido, la 
Administración Pública no puede modificar, derogar o inobservar normas vigentes 
respecto a casos concretos y determinados, ni hacer excepciones no contempladas 
previamente en la normativa. 


Toda actuación de los poderes públicos, así como el ejercicio de sus competencias, 
debe respetar los principios, las reglas y los valores constitucionales otorgadas en 
favor de las personas (Sentencia 00029-2018-PI/TC). 


Sobre el derecho al trabajo 


7.5 El artículo 22 de la Constitución establece: “El trabajo es un deber y un derecho. 
Es base del bienestar social y medio de realización de la persona”; y su artículo 27 
señala: “La ley otorga al trabajador adecuada protección contra el despido 
arbitrario”. 


Entonces, el derecho al trabajo consiste en poder trabajar libremente, dentro de los 
límites legales; que ninguna relación laboral menoscabe los derechos 
constitucionales del trabajador; y la proscripción del trabajo forzado o no 
remunerado. Y en protección de ese derecho, en un régimen de economía social de 
mercado, toca al Estado promover el empleo y la educación para el trabajo. 
Asimismo, el mandato constitucional es proteger adecuadamente al trabajador 
frente a un despido calificado como arbitrario. 


En ese sentido, la reiterada jurisprudencia del derecho al trabajo establece que 
tiene dos elementos: a) supone que el Estado adopte una política que permita que 
la población pueda acceder a un puesto de trabajo y b) se trata de un derecho a 


7 Texto Único Ordenado de la Ley N*27444, Ley del P rocedimiento Administrativo General, aprobado por Decreto 
Supremo N* 004-2019- JUS “Artículo IV. Principios d el procedimiento administrativo 1.1. Principio de legalidad.- 
Las autoridades administrativas deben actuar con respeto a la Constitución, la ley y al derecho, dentro de las 
facultades que le estén atribuidas y de acuerdo con los fines para los que les fueron conferidas. 
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no ser despedido, sino por causa justa, siendo este punto parte de su 
contenido constitucionalmente protegido. Así expresamente señala que: 


“Este Tribunal estima que el contenido esencial de este derecho constitucional implica 
dos aspectos. El de acceder a un puesto de trabajo, por una parte y, por otra, el 
derecho a no ser despedido sino por causa justa. Aunque no resulta relevante para 
resolver la causa, cabe precisar que, en el primer caso, el derecho al trabajo supone 
la adopción por parte del Estado de una política orientada a que la población acceda 
a un puesto de trabajo; si bien hay que precisar que la satisfacción de este aspecto 
de este derecho constitucional implica un desarrollo progresivo y según las 
posibilidades del Estado. El segundo aspecto del derecho es el que resulta relevante 
para resolver la causa. Se trata del derecho al trabajo entendido como 
proscripción de ser despedido salvo por causa justa.» (EXP. 1124-2001-AA/TC, 
Fundamento 12) 


7.6 De otro lado, en cuanto a la igualdad de oportunidades de los trabajadores, ésta 
se configura como un derecho fundamental de la persona a no sufrir discriminación 
por ningún motivo, a no ser tratada de manera distinta de quienes tienen una misma 
condición, salvo que exista una justificación objetiva y razonable para esa diferencia 
de trato. La discriminación en materia laboral aparece cuando se afecta al 
trabajador en sus características innatas como ser humano, la cual debe ser 
protegida por el Estado de acuerdo al artículo 1 de la Constitución Política del 
Estado?. 


(..Jasegura, en lo relativo a los derechos laborales, la igualdad de oportunidades de 
acceso al empleo. Tal como se ha precisado anteriormente, la isonomía entre las 
personas se manifiesta en dos planos: La igualdad ante la ley y la igualdad de trato 
(en este caso aplicable al ámbito de las actividades laborales). La igualdad ante la ley 
obliga a que el Estado asuma una determinada conducta al momento de legislar o de 
impartir justicia. (...) La igualdad de oportunidades —en estricto, igualdad de 
trato— obliga a que la conducta ya sea del Estado o los particulares, en relación 
a las actividades laborales, no genere una diferenciación no razonable y, por 
ende, arbitraria.» (Exp.N008-2005-PI/TC, Fundamento 23) 


El ámbito de protección del derecho de acceso a la función pública, incluye no 
solo el acceso o ingreso a la función pública en condiciones de igualdad, el cual 
representa el bien jurídico protegido en sí mismo, sino tampoco permite exclusiones 
que resulten discriminatorias o arbitrarias entre los servidores estatales. 

Sobre la jurisprudencia de la Corte IDH 


7.7 En cuanto al derecho al Trabajo la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
advierte que uno de los problemas jurídicos planteado por las presuntas víctimas se 
puede relacionar con los alcances del derecho al trabajo, y en particular sobre el 
derecho a la estabilidad laboral. En este punto, lo entiende como un derecho 
protegido por el artículo 26 de la Convención Americana. Asimismo, la Corte 
recuerda que el derecho al trabajo ha sido un derecho reconocido y protegido a 
través del artículo 26 en diferentes precedentes por este Tribunal*. 

En cuanto a los derechos laborales específicos protegidos por el citado artículo 26, 
La Corte ha señalado que son aquellos derechos que se derivan de las normas 
económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura contenidas en la Carta de 


$ Derechos fundamentales de la persona. Artículo 1%.- La defensa de la persona humana y el respeto de su 
dignidad son el fin supremo de la sociedad y del Estado. 

2 Cfr. Caso Lagos del Campo Vs. Perú, supra, párrs. 142 y 145. En similar sentido: Caso Trabajadores Cesados de 
Petroperú y otros Vs. Perú, supra, párrs. 142 y 143; Caso San Miguel Sosa y otras Vs. Venezuela, supra, párr. 220; 
Caso Spoltore Vs. Argentina, supra, párr. 84, y Caso Empleados de la Fábrica de Fuegos en Santo Antonio de 
Jesús y sus familiares Vs. Brasil, supra, párr. 155. 
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la OEA??. En tal sentido, los artículos 45.b y c*!, 46*? y 34.g** de la Carta establecen 
normas que refieren al derecho al trabajo. 


Adicionalmente, la Corte ha indicado en su Opinión Consultiva OC-10/89, que los 
Estados Miembros han entendido que la Declaración Americana contiene y define 
aquellos derechos humanos esenciales a los que la Carta se refiere!*. 


7.8 En este sentido, el artículo XIV de la referida Declaración dispone que “Ttloda 
persona tiene derecho al trabajo en condiciones dignas y a seguir libremente su 
vocación [...]”. Asimismo, el artículo 29.d de la Convención Americana dispone 
expresamente que “[n]ninguna disposición de la presente Convención puede ser 
interpretada en el sentido de: [...] d) excluir o limitar el efecto que puedan producir 
la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre y otros actos 
internacionales de la misma naturaleza”. Además, la Corte ya ha indicado!** que 
tanto el corpus ¡uris internacional!'? como el corpus ¡uris nacional?” consagran el 
referido derecho. 


En el caso del Perú, el artículo 22 de la Constitución lo consagra, al señalar lo 
siguiente: “El trabajo es un deber y un derecho. Es base del bienestar social y un 
medio de realización de la persona”. 


En cuanto a su contenido, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, en su Observación General No. 18 sobre el derecho al trabajo, expresó 
que este derecho “no debe entenderse como un derecho absoluto e incondicional a 
obtener empleo”, pero que también “implica el derecho a no ser privado 


10 Cfr. Caso Lagos del Campo Vs. Perú, supra, párr. 143, y Caso Empleados de la Fábrica de Fuegos en Santo 
Antonio de Jesús y sus familiares Vs. Brasil, supra, párr. 155. 

11 Artículo 45 de la Carta de la OEA. - Los Estados miembros, convencidos de que el hombre sólo puede alcanzar 
la plena realización de sus aspiraciones dentro de un orden social justo, acompañado de desarrollo económico y 
verdadera paz, convienen en dedicar sus máximos esfuerzos a la aplicación de los siguientes principios y 
mecanismos: [...] b) El trabajo es un derecho y un deber social, otorga dignidad a quien lo realiza y debe prestarse 
en condiciones que, incluyendo un régimen de salarios justos, aseguren la vida, la salud y un nivel económico 
decoroso para el trabajador y su familia, tanto en sus años de trabajo como en su vejez, o cuando cualquier 
circunstancia lo prive de la posibilidad de trabajar; c) Los empleadores y los trabajadores, tanto rurales como 
urbanos, tienen el derecho de asociarse libremente para la defensa y promoción de sus intereses, incluyendo el 
derecho de negociación colectiva y el de huelga por parte de los trabajadores, el reconocimiento de la personería 
jurídica de las asociaciones y la protección de su libertad e independencia, todo de conformidad con la legislación 
respectiva [...]. 

12 Artículo 46 de la Carta de la OEA. - Los Estados miembros reconocen que, para facilitar el proceso de la 
integración regional latinoamericana, es necesario armonizar la legislación social de los países en desarrollo, 
especialmente en el campo laboral y de la seguridad social, a fin de que los derechos de los trabajadores sean 
igualmente protegidos, y convienen en realizar los máximos esfuerzos para alcanzar esta finalidad. 

13 Artículo 34.g de la Carta de la OEA. - Los Estados miembros convienen en que la igualdad de oportunidades, la 
eliminación de la pobreza crítica y la distribución equitativa de la riqueza y del ingreso, así como la plena 
participación de sus pueblos en las decisiones relativas a su propio desarrollo, son, entre otros, objetivos básicos 
del desarrollo integral. Para lograrlos, convienen asimismo en dedicar sus máximos esfuerzos a la consecución de 
las siguientes metas básicas: [...] y) Salarios justos, oportunidades de empleo y condiciones de trabajo aceptables 
para todos. 

14 Interpretación de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en el marco del artículo 64 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Opinión Consultiva OC-10/89 de 14 de julio de 1989. Serie 
A No. 10, párr. 43. 

15 Cfr. Caso Lagos del Campo Vs. Perú, supra, párr. 145. 

16 Por ejemplo: el artículo 6 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el artículo 23 
de la Declaración Universal de Derechos Humanos, los artículos 7 y 8 de la Carta Social de las Américas, los 
artículos 6 y 7 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, el artículo 11 de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la 
Mujer, el artículo 32.1 de la Convención sobre los Derechos del Niño, así como el artículo 1 de la Carta Social 
Europea y el artículo 15 de la Carta Africana sobre los Derechos Humanos y de los Pueblos. 

17 Entre las normas constitucionales de los Estados parte de la Convención Americana que refieren de alguna 
forma a la protección del derecho al trabajo, se encuentran: Argentina (art. 14 bis), Bolivia (art. 46 y 48), Brasil (art. 
6), Colombia (art. 25), Costa Rica (art. 56), Chile (art. 19), Ecuador (art. 33), El Salvador (art. 37 y 38), Guatemala 
(art. 101), Haití (art. 35), Honduras (arts. 127 y 129), México (art. 123), Nicaragua (arts. 57 y 80), Panamá (art. 64), 
Paraguay (art. 86), Perú (art. 22), República Dominicana (art. 62), Surinam (art. 4), y Uruguay (art. 36), y Venezuela 
(art. 87). 
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injustamente del empleo”'*?. 


La Corte ha precisado que la estabilidad laboral no consiste en una permanencia 
irrestricta en el puesto de trabajo, sino de respetar este derecho, entre otras 
medidas, otorgando debidas garantías de protección al trabajador a fin de que, en 
caso de despido o separación arbitraria, se realice bajo causas justificadas, lo cual 
implica que el empleador acredite las razones suficientes para ello con las debidas 
garantías, y frente a lo cual el trabajador pueda recurrir tal decisión ante las 
autoridades internas, quienes deberán verificar que las causales imputadas no sean 
arbitrarias o contrarias a derecho!*. 


Asimismo, la Corte ha indicado en el caso San Miguel Sosa y otras Vs. Venezuela 
que el Estado incumple con su obligación de garantizar el derecho al trabajo y, por 
ende, a la estabilidad laboral, cuando no protege a sus funcionarios estatales 
de separaciones arbitrarias”. 


Facultad constitucional del Estado de regular los derechos de sus 
trabajadores 


7.9 El Tribunal Constitucional, interpretando el artículo 39 de la Constitución, señala 
que esta disposición no ha expresado que, efectivamente, todos los funcionarios y 
trabajadores públicos realicen o se encuentran dentro de la carrera administrativa. 
Por el contrario, se aprecia, más bien, que dicha carrera ha sido establecida en un 
artículo distinto: el artículo 40 de la norma fundamental (cfr. Sentencia 00025-2013- 
PI/TC, fundamentos 75-76). 


Conforme al artículo 40* de la Constitución, la car rera administrativa comprende a 
los servidores públicos, pero no a los funcionarios que desempeñan cargos políticos 
o de confianza. 


Las normas legales señalan que puede acceder al empleo público mediante 
concurso público de méritos, el cual se encuentra regido por los principios de 
igualdad de oportunidades, de meritocracia y de capacidades de las personas. El 
Tribunal Constitucional ha sostenido que el derecho de acceso a la función pública 
tiene como principio consustancial el principio de mérito, el cual vincula plenamente 
al Estado y a toda entidad pública en general. Toda actuación de la administración 
del Estado y de toda entidad pública, en general, debe observar tal principio en 
todos sus actos en relación al acceso a la función pública de las personas 
(Expediente 00025-2005-PI/TC fundamento 50). 


7.10 Al respecto, el artículo 5 de la Ley 28175, Ley Marco del Empleo Público, 
disponga expresamente lo siguiente: El acceso al empleo público se realiza 
mediante concurso público y abierto, por grupo ocupacional, en base a los méritos y 
capacidad de las personas, en un régimen de igualdad de oportunidades. Y su 
incumplimiento genere la nulidad de los actos administrativos, tal como prescribe el 
artículo 9. 


El artículo 4 de esta Ley, en concordancia con el artículo 40 de la Constitución, 
clasifica a los servidores civiles del Estado en: 


18 ONU. Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General No 18: El derecho al 
trabajo, U.N. Doc. E/C.12/GC/18, 24 de noviembre de 2005. 

19 Cfr. Caso Lagos del Campo Vs. Perú, supra, párr. 150, y Caso San Miguel Sosa y otras Vs. Venezuela, supra, 
párr. 220. 

2 Cfr. Caso San Miguel Sosa y otras Vs. Venezuela, supra, párr. 221. 
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= Funcionarios públicos, que pueden ser: a) De elección popular directa y 
universal o confianza política originaria; b) de nombramiento y remoción 
regulados; y, c) de libre nombramiento y remoción. 

= Empleados de confianza. 

= Servidores públicos. Estos se clasifican en directivo superior, ejecutivo, 
especialista y de apoyo. 


La regulación de la Ley Marco del Empleo Público es general, pues se limita a 
clasificar al personal civil del empleo público en diversas categorías conforme al 
marco constitucional del artículo 40. En efecto, la ley agrupa y establece las 
características básicas de los servidores públicos sujetos a la carrera administrativa 
y de los funcionarios que desempeñan cargos políticos o de confianza. 


La condición de funcionario público 


7.11 La Ley N* 28175, Ley Marco del Empleo Público, que tiene por finalidad 
promover, consolidar y mantener una administración pública y moderna basada en 
el respeto del Estado de Derecho, los derechos fundamentales y la dignidad de la 
persona humana, entre otros, en el numeral 1 de su artículo 4 define al “funcionario 
público” como aquel que desarrolla funciones de preeminencia política, reconocida 
por norma expresa, que representa al Estado o a un sector de la población, 
desarrolla políticas del Estado y/o dirige organismos o entidades públicas; pudiendo 
ser: 


a) De elección popular directa y universal o confianza política originaria; 
b) De nombramiento y remoción regulados, o, 
c) De libre nombramiento y remoción. 


La condición de funcionario público está destinada para aquellas personas que 
ocupan los puestos de mayor jerarquía en una entidad pública. 


A su vez, el artículo 52 de la Ley del Servicio Civil, vigente desde el 5 de julio de 
2013 y de aplicación común a todos los regímenes laborales por entidades, señala 
en similar sentido y de manera concordante con la Ley Marco del Empleo Público 
que los funcionarios públicos pueden ser: 


a) De elección popular directa y universal; 
b) De designación o remoción regulada; o, 
c) De libre designación y remoción. 


Este artículo 52 establece un listado expreso de quiénes son considerados 
funcionarios públicos; es decir, la condición de funcionario público está determinada 
por mandato legal”*. 


21 Artículo 522, numeral 3, literal c), modificado por el artículo 3 del Decreto Legislativo N* 1337, precisa que los 
funcionarios públicos se clasifican en: 

a) Funcionarlo público de elección popular, directa y universal. Es el elegido mediante elección popular, 
directa y universal, como consecuencia de un proceso electoral conducido por la autoridad competente para tal fin. 
El ingreso, permanencia y término de su función están regulados por la Constitución Política del Perú y las leyes de 
la materia. Son funcionarios públicos de elección popular, directa y universal: 1) Presidente de la República. 
2) Vicepresidentes de la República. 3) Congresistas de la República y del Parlamento Andino. 4) Presidentes, 
Vicepresidentes y Consejeros Regionales. 5) Alcaldes, Teniente Alcaldes y Regidores. 

b) Funcionario público de designación o remoción regulada. Es aquel cuyos requisitos, proceso de acceso, 
período de vigencia o causales de remoción están regulados en norma especial con rango de ley. Son 
funcionarios públicos de designación y remoción regulados: 1) Magistrados del Tribunal Constitucional. 2) 
Defensor del Pueblo y Defensor adjunto. 3) Contralor General de la República y Vicecontralor. 4) Presidente y 
miembros del Jurado Nacional de Elecciones. 5) Miembros del Consejo Nacional de la Magistratura. 6) Director 
General y miembros del Consejo Directivo de la Academia de la Magistratura. 7) Titulares, adjuntos, presidentes y 
miembros de órganos colegiados de los organismos constitucionalmente autónomos. 8) Titulares, adjuntos y 
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7.12 En ese sentido, la ley establece que todos los funcionarios públicos, sin hacer 
distinción alguna sobre su clasificación, deben cumplir con los requisitos para el 
puesto establecidos en la norma con rango de ley específica. En los casos donde 
se regula el proceso de acceso por concurso público y plazo de vigencia, se busca 
asegurar el mérito e idoneidad del funcionario para el puesto, así como la duración 
de éste en el puesto público por la condición técnica especializada de las funciones. 


7.13 En principio, debe precisarse que los funcionarios de “libre designación y 
remoción” a que se refiere el literal c) del artículo 52 de la LSC son aquellos cuyo 
acceso al servicio civil, y -principalmente- su remoción, se basa en la libre decisión 
de la autoridad que lo designa, es decir, la permanencia en el cargo se justificaría 
en el mantenimiento de la confianza otorgada por la autoridad al designado como 
funcionario para realizar funciones de naturaleza política, normativa oO 
administrativa. 


A su vez, el artículo 55 de la Ley Servicio Civil señala en su literal b) que la 
condición o calidad de funcionario de libre designación y remoción, concluye, 
además del cumplimiento del plazo de designación, por la pérdida de confianza o 
decisión unilateral de la autoridad que lo designó. Cabe resaltar que el plazo de 
designación para los funcionarios de libre designación y remoción no es 
incompatible con su naturaleza, ni los convierte en funcionarios de designación y 
remoción regulada, toda vez que la existencia de dicho plazo no impide a la 
autoridad que lo designó a retirarlo libremente del puesto sin esperar el vencimiento 
del plazo (precisamente porque su permanencia se basa en la confianza y no en un 
criterio técnico especializado). 


Asimismo, debe tenerse presente que, además de la discrecionalidad de la 
autoridad que lo designó, el vínculo de esta clase de funcionarios también concluye 
por las causales señaladas en los artículos 49 y 55 de la Ley de Servicio Civil%? en 


miembros de órganos colegiados de entidades que cuenten con disposición expresa sobre la designación de sus 
funcionarios. 9) Los jueces que integren el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial. 10) Fiscal de la Nación del 
Ministerio Público. 11) Presidente de la Corte Suprema 12) Rectores y vicerrectores de las universidades públicas. 
13) Titulares, adjuntos, presidente y miembros del consejo directivo de los organismos técnicos especializados y 
reguladores y tribunales administrativos. 14) Gobernadores. 15) Aquellos señalados por norma con rango de ley, 
siempre que cumplan con lo dispuesto en los artículos 53 y 54 de la presente Ley. 

c) Funcionario público de libre designación y remoción. Es aquel cuyo acceso al Servicio Civil se realiza por 
libre decisión del funcionario público que lo designa, basada en la confianza para realizar funciones de naturaleza 
política, normativa o administrativa. Son funcionarios públicos de libre designación y remoción: 1) Ministros de 
Estado. 2) Viceministros. 3) Secretarios generales de Ministerios, Secretario General del Despacho Presidencial y 
aquellos que por ley expresa tengan igual jerarquía. 4) Titulares, adjuntos, presidentes y miembros de los órganos 
colegiados de libre designación y remoción. 5) Gerente General del Gobierno Regional. 6) Gerente Municipal. La 
Compensación Económica para los funcionarios señalados en el presente artículo se aprueba mediante decreto 
supremo con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros, excepto para los congresistas de la República y los 
parlamentarios andinos cuyos ingresos son fijados de conformidad con lo dispuesto en el artículo 94 de la 
Constitución Política del Perú y el artículo 31 de la presente Ley”. 

22 Ley N*30057, Ley del Servicio Civil, artículo 49. - Son causales de término del Servicio Civil las siguientes: a) 
Fallecimiento. b) Renuncia. c) Jubilación. d) Mutuo acuerdo. e) Alcanzar el límite de edad de setenta (70) años, 
exceptuando a aquellos funcionarios públicos de órganos colegiados cuya función es de asistencia temporal y 
perciben dieta. f) Pérdida o renuncia a la nacionalidad peruana, en los casos en que la naturaleza del puesto la 
exija como requisito para acceder al Servicio Civil. y) La sanción de destitución por la comisión de faltas de carácter 
disciplinario y la condena penal por delito doloso; así como la pena privativa de libertad efectiva por delito culposo 
por un plazo mayor a tres (3) meses. h) La inhabilitación para el ejercicio profesional o el ejercicio de la función 
pública, en ambos casos por un período mayor a tres (3) meses. ¡) Cese por causa relativa a la capacidad del 
servidor en los casos de desaprobación. j) No superar el período de prueba. La resolución administrativa que 
declare el cese debe estar debidamente motivada. k) Supresión del puesto debido a causas tecnológicas, 
estructurales u organizativas, entendidas como las innovaciones científicas o de gestión o nuevas necesidades 
derivadas del cambio del entorno social o económico, que llevan cambios en los aspectos organizativos de la 
entidad. El decreto supremo, la resolución del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial, la resolución del titular de la 
entidad y la ordenanza regional u ordenanza municipal que autoricen la supresión de puestos deben estar 
debidamente fundamentadas acreditando las causas y la excepcionalidad de su adopción, y contar con la opinión 
técnica favorable de Servir y de la Secretaría de Gestión Pública de la Presidencia del Consejo de Ministros (PCM), 
de modo previo a su aprobación. Dicha norma establece un plazo mínimo de seis (6) meses contados a partir de su 
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lo que corresponda, puesto que estas causales resultan aplicables a todos los 
servidores civiles. 


De otra parte y en contraposición a los funcionarios de libre designación y 
remoción, el literal b) del artículo 52 de la Ley de Servicio Civil señala que los 
“funcionarios de designación y remoción regulada” son aquellos “cuyos requisitos, 
proceso de acceso, período de vigencia o causales de remoción están regulados 
por norma especial con rango de Ley”. 


De esta manera, la ley distingue a estos funcionarios por su sujeción a causales 
objetivas para su remoción, es decir, no pueden ser removidos del cargo bajo el 
sustento de pérdida de confianza, sino que dicha remoción solo debería de 
sustentarse en las causales objetivas previstas en norma con rango de ley (entre 
ellas el artículo 49 de la Ley N* 30057, Ley del Servicio Civil). En el caso de los 
funcionarios de designación y remoción regulada, la autoridad administrativa carece 
de discrecionalidad para decidir unilateralmente la remoción del funcionario 
invocando la causal de pérdida de confianza, como causal para la extinción de la 
designación del funcionario público. 


El legislador ha otorgado a los funcionarios de designación y remoción regulada 
una mayor autonomía e independencia en la toma de sus decisiones respecto del 
poder político, con el objeto de garantizar un tratamiento técnico y especializado en 
la dirección de organismos públicos que tienen a su cargo la regulación y/o 
supervisión de actividades calificadas como sensibles por el legislador. 


La autoridad administrativa tiene la carga de acreditar debidamente que el 
funcionario público se encuentra en uno u otra condición de designación, de 
manera anticipada a la designación, puesto que no es suficiente que solo lo alegue. 


Antecedentes administrativos 


7.14 En el proceso está acreditado que el demandante obtuvo el primer lugar en el 
puntaje final y conforme a lo establecido en el numeral 7.9 de las Bases del 
Concurso Público de Méritos*%, tal como se advierte del cuadro final del concurso 
de méritos para Director Ejecutivo del SERFOR?. 


publicación para ejecutar la supresión. Para efecto del reingreso, se les aplica lo dispuesto en el artículo 68 de la 
presente Ley;) Extinción de la entidad por mandato normativo expreso. El decreto supremo y la ordenanza regional 
u ordenanza municipal que autoricen la extinción de la entidad, programa o proyecto deben estar debidamente 
fundamentadas acreditando las causas y la excepcionalidad de su adopción, y contar con la opinión técnica 
favorable de Servir y de la Secretaría de Gestión Pública de la PCM, de modo previo a su aprobación. Dicha norma 
establece un plazo mínimo de seis (6) meses contados a partir de su publicación para ejecutar la extinción. Para 
efecto del reingreso se aplica lo dispuesto en el artículo 68 de la presente Ley.; L) Extinción de la entidad por 
mandato normativo expreso. El decreto supremo y la ordenanza regional u ordenanza municipal que autoricen la 
extinción de la entidad, programa o proyecto deben estar debidamente fundamentadas acreditando las causas y la 
excepcionalidad de su adopción, y contar con la opinión técnica favorable de Servir y de la Secretaría de Gestión 
Pública de la PCM, de modo previo a su aprobación. Dicha norma establece un plazo mínimo de seis (6) meses 
contados a partir de su publicación para ejecutar la extinción. Para efecto del reingreso se aplica lo dispuesto en el 
artículo 68 de la presente Ley; m) Por decisión discrecional, en el caso de los servidores civiles de confianza 
y funcionarios públicos de libre nombramiento y remoción; n) Cese por causa relativa a la incapacidad física o 
mental sobreviniente del servidor que impida el ejercicio de las funciones que le corresponden. Debe declararse 
conforme a Ley. 

Artículo 55. Causales de terminación de la condición o calidad de funcionario público de libre designación o 
remoción Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 49, la condición o calidad de funcionario público de libre 
designación o remoción concluye, adicionalmente, por: a) Cumplimiento del plazo de designación. b) Pérdida de la 
confianza o decisión unilateral de la autoridad que lo designó, para los casos de funcionarios públicos de libre 
designación y remoción. Las normas reglamentarias desarrollarán las causales de cese de la designación en los 
casos de funcionarios públicos de designación y remoción regulados 


23 De acuerdo a ley, el cargo de Director Ejecutivo es nombrado mediante Resolución Suprema, por un periodo de 


5 años prorrogables, a propuesta del Ministro de Agricultura y Riesgo, previa evaluación de los seleccionados por 
parte del Consejo Directivo de SERFOR, según lo dispuesto en el artículo 7* del Reglamento Interno del Consejo 
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Por tal motivo, mediante Resolución Suprema N* 001- 2019-MINAGRI de fecha 28 
de enero del 2019, refrendada por el Ministerio de Agricultura y Riego, a propuesta 
del Consejo Directivo, en su parte resolutiva dispone: 


Artículo 1.- Designan al señor Luis Alberto Gonzales Zúñiga Guzmán como 
Director Ejecutivo del Servicio Nacional Forestal y de Fauna Silvestre - 
SERFOR, Organismo Público Técnico Especializado adscrita al Ministerio de 
Agricultura y Riego. 


Los considerandos de este Decreto precisan que el Director Ejecutivo es 
seleccionado mediante concurso público de méritos” y nombrado por un periodo de 
5 años renovables. 


7.15 Posteriormente, luego de haber transcurrido 1 año, 4 meses y 1 semanas, y de 
haber ejercido el cargo como titular del pliego y la máxima autoridad ejecutiva 
institucional del SERFOR, el Ministerio de Agricultura y Riesgo, sin proceso previo 
alguno, expide la Resolución Suprema N*002-2020-MI NAGRI de fecha 04 de junio 
del 2020, donde resuelve: 


Artículo 1.- Dar por concluida, a partir de la fecha, la designación del señor Luis 
Alberto Gonzales Zúñiga Guzmán, como Director Ejecutivo del Servicio 
Nacional Forestal y Fauna y Silvestre - SERFOR, Organismo Público Técnico 
Especializados adscrito al Ministerio de Agricultura y Riego, dándoseles las 
gracias por el servicio prestado. 


En su considerando, el Decreto señala que lo expide el Presidente de la República 
con refrendo ministerial, de acuerdo a la facultad establecida en el literal c) de la 
Sexta Disposición Transitoria de la Ley 29158 - Ley orgánica del Poder Ejecutivo, 
cuyo numeral c), lo siguiente: 


SEXTA.- De los Organismos Públicos Descentralizados (...) 


c) El Presidente de la República mediante Resolución Suprema puede remover por 
causal de pérdida de confianza a los titulares, (...) de los Organismos Públicos, 
con excepción de los Organismos Reguladores que actúan en representación del 
Poder Ejecutivo. 


7.16 En principio, el Colegiado advierte que SERFOR es creado por la Ley N* 
29763, norma legal especial y posterior a aquella general, como un “Organismo 
Público Técnico Especializado” que demanda mayor espacio de autonomía 
respecto del Ministro de Agricultura y Riego para un ejercicio idóneo de su 
funciones encomendadas por ley. 


El demandante afirma que cumplió con todos los requisitos exigidos por ley para ser 
designado y declarado ganador de un concurso público de méritos para ser 
designado en el puesto de Director Ejecutivo de SERFOR por el plazo de 5 años; 


Directivo del SERFOR, aprobada por Acta N*002-2017 -MINAGRI-CD-SERFOR, en concordancia con el artículo 15 
de la Ley N*29763, Ley Forestal y de Fauna Silvest re. 

24 Ver página 54 — TOMO l. 

25 Las del Concurso Público de Méritos del SERFOR establecen que: “El cargo del Director Ejecutivo es nombrado 
mediante Resolución Suprema, por un periodo de cinco años prorrogable, a propuesta del Ministro de Agricultura y 
Riego, previa evaluación de los seleccionados por parte del Consejo Directivo del SERFOR; de acuerdo a lo 
dispuesto en el artículo 7 del Reglamento Interno del Consejo Directivo del SERFOR, aprobado por Acta N* 002- 
2017-MINAGRI-CD-SERFOR, en concordancia con el artículo 15 de la Ley N* 29763, Ley Forestal y de Fauna 
Silvestre.” 
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por ello considera que no puede ser removido de su cargo por la causal de pérdida 
de confianza y sin ninguna expresión de causa justa establecida en las leyes. 


Análisis del caso en concreto 


7.17 La Ley N*29763 — Ley Forestal y de Fauna Silvestre, en su artículo 13% crea 
la Autoridad Nacional Forestal y de Fauna Silvestre (SERFOR) como organismo 
público técnico especializado, con personería jurídica de derecho público interno y 
pliego presupuestal adscrito al Ministerio de Agricultura. 


Asimismo, precisa que el SERFOR es la autoridad nacional forestal y de fauna 
silvestre y ente rector del Sistema Nacional de Gestión Forestal y de Fauna 
Silvestre (SINAFOR) y se constituye en su autoridad técnico-normativa a nivel 
nacional, encargada de dictar las normas y establecer los procedimientos 
relacionados a su ámbito. Coordina su operación técnica y es responsable de su 
correcto funcionamiento. 


7.18 A su vez, el artículo 15” de la misma Ley, expresa que el Servicio Nacional 
Forestal y de Fauna Silvestre (Serfor) está dirigido por un Consejo Directivo 
integrado por los siguientes doce representantes: Uno del Ministerio de Agricultura, 
quien lo preside. Tres de los gobiernos nacional, regional y local. Cuatro de las 
comunidades, necesariamente, una de las comunidades campesinas de la costa, 
una de las comunidades campesinas de la sierra y dos de las comunidades nativas 
de la selva. Cuatro de otras organizaciones de la sociedad civil. 


Estos miembros son propuestos por sus representados y reconocidos por 
resolución ministerial del sector para un período de hasta 5 años prorrogables y 
perciben dieta. 


También precisa que el SERFOR tiene un Director Ejecutivo seleccionado mediante 
concurso de méritos, nombrado por un período de cinco años renovables, mediante 
resolución suprema refrendada por el Ministro de Agricultura a propuesta del 
Consejo Directivo. 


Finalmente, esta norma legal delega en el reglamento del SERFOR para que defina 
los mecanismos que resulten pertinentes para esta representación. 


7.19 En cumplimiento del artículo 15 de la Ley 29763, se expidió el Decreto 
Supremo N* 007-2013-MINAGRI, publicado el 18 de julio de 2013, que aprueba 
Reglamento de Organización y Funciones del Servicio Nacional Forestal y de 
Fauna Silvestre — SERFOR, el mismo que establece su estructura orgánica, las 
funciones de cada uno de sus órganos y unidades orgánicas: 


Artículo 2.- Finalidad. El presente reglamento de organización y funciones 
tiene por finalidad definir y delimitar las facultades, funciones y atribuciones 
de los órganos que conforman el SERFOR, así como definir su estructura 
orgánica. 


En cuanto al cargo de Director Ejecutivo, el artículo 6 establece que forma parte del 
órgano de alta dirección dentro de la estructura orgánica del SERFOR. Mientras 
que el artículo 9, precisa respecto del cargo de Director Ejecutivo que: 


La Dirección Ejecutiva está a cargo de un Director Ejecutivo, que es el 


titular del pliego y la máxima autoridad ejecutiva institucional. El 
Director Ejecutivo puede delegar las facultades y atribuciones que no sean 
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privativas a su cargo. El cargo del Director Ejecutivo es remunerado y 
seleccionado mediante concurso de méritos y nombrado mediante 
Resolución Suprema, por un periodo de cinco años prorrogables. 


7.20 En este punto, corresponde establecer la condición del Director Ejecutivo de 
Serfor, esto es, si se trata de un funcionario público de libre designación y remoción 
o, por el contrario, se trataría de un funcionario de designación y remoción 
regulada. 


Para lo cual resulta pertinentes remitirnos a la Ley del Servicio Civil, numeral 13 del 
literal b) del artículo 52, que precisa que son funcionarios públicos de 
designación o remoción regulada los: “Titulares (...) de los organismos 
técnicos especializados (...)”; 


Siendo ello así, se puede advertir que el titular de un organismo técnico 
especializado, con personería jurídica de derecho público interno y que constituye 
pliego presupuestal, como es el caso del SERFOR, es considerado por ley como 
funcionario público de designación y remoción regulada, por lo que no cabe invocar 
la causal unilateral de pérdida de confianza, pues solo podría ser removido, antes 
del vencimiento del plazo de su designación, por alguna de las causales 
establecidas en la Ley N* 27815, Código de Etica de la Función Pública, Ley N* 
30057, Ley del Servicio Civil y demás normas reglamentarias y complementarias en 
la materia. 


Es más, la decisión de la remoción no tiene mayor motivación, ni explicaciones 
previas o razones sustentadas en la gestión que venía realizando el demandante 
como Director Ejecutivo, ni escucho la opinión del Consejo Directivo del SERFOR al 
respecto, lo que constituye un ejercicio arbitrario de las competencias de la 
demanda que lesiona los derechos constitucionales del demandante. 


7.21 Además, cabe señalar que del Clasificador de Cargos del Servicio Nacional 
Forestal de Fauna Silvestre”, aprobada mediante la Resolución de Dirección 
Ejecutiva N*24-2014-SERFOR-DE de fecha 19 de setiembre del 2014, detallado en 
el punto 10.1., se advierte del cuadro, que el grupo ocupacional del demandante es 
funcionario público y clase de cargos “Director Ejecutivo”, a diferencia de los 
empleados de confianza en donde si se advierte que expresamente considera 
dentro de esta clase los cargos de Secretario General, Director General, Director y 
Asesor, mas no el del Director Ejecutivo que se encuentra en otro grupo 
ocupacional anterior y de distinta naturaleza de funciones. Siendo ello así y de 
acuerdo a dicha clasificación establecida en esta norma, el demandante no 
pertenece a clasificación de empleados de confianza de SERFOR que pueda ser 
removido de manera unilateral o por pérdida de confianza, sin expresar causal de 
remoción alguna. 


7.22 El Colegiado arriba a esta conclusión luego de interpretar de manera 
sistemática y temporal las normas legales antes reseñadas y teniendo en cuenta los 
principios pro homine y pro  libertatis, según los cuales, ante diferentes 
interpretaciones de un dispositivo legal, se debe optar por aquella que conduzca a 
una mejor protección de los derechos fundamentales, descartando así las que 
restrinjan o limiten su ejercicio. 

En otras palabras, el principio pro homine exige que, en lugar de asumirse la 
interpretación restrictiva e impedir el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, se 
opte por aquella que posibilite a los recurrentes el ejercicio de sus derecho 


2 Ver página 7 — TOMO 1. 
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constitucional, en especial el de respetar la dignidad humana y el derecho al trabajo 
que permiten justificar que el demandante tiene la condición de funcionario público 
de designación y remoción regulada, encontrándose dentro de los alcances de lo 
previsto en el artículo 52, literal b), numeral 13), de la Ley del Servicio Civil, cuya 
naturaleza del cargo de Director Ejecutivo del SERFOR se condice con lo señalado 
en el numeral 1 del artículo 4 de la Ley Marco del Empleado Público y el artículo 
577 de la Ley del Servicio Civil, que estable que esta Ley y sus normas 
reglamentarias se aplican según la naturaleza de sus actividades. 


7.23 Dicha interpretación es respaldada por las Bases del Concurso Público de 
Méritos Director Ejecutivo del Servicio Nacional Forestal y de Fauna Silvestre — 
SERFOR*, en donde no se evidencia que el órgano encargado de emitir estas 
bases haya señalado que el puesto de Director Ejecutivo sea uno de confianza o de 
libre remoción antes del vencimiento del periodo de designación. Todo lo contrario, 
su única finalidad detallada es de conducir un concurso público que permita atraer y 
seleccionar al profesional idóneo para desempeñar funciones? de Director 
Ejecutivo del SERFOR que requieren de la una alta especialización para el ejercicio 
de esa funciones y sustentada en el mérito profesional. 


7.24 En consecuencia, la Resolución Suprema N* 002-2020 -MINAGRI vulnera el 
derecho al trabajo al debido procedimiento administrativo que reclama el 
demandante, pues infringe el principio de legalidad, además de los otros derechos 
constitucionales alegados. La autoridad que lo designó no podía dar por terminada 
su designación de Director Ejecutivo de SERFOR invocando la causal pérdida de la 
confianza o por su decisión unilateral, dado que el demandante tiene la condición 
de funcionario de designación y remoción regulada, dentro del plazo de su 
designación, sustentado en la profesionalización de este alto cargo y el principio del 
mérito que vincula plenamente al Ministerio de Agricultura y Riego, al Estado y al 
gobierno de turno. En efecto, dicho cargo no se trata de un personal de confianza o 
funcionario de libre designación y remoción* por el solo hecho de encontrarse 
dentro de la categoría de personal de dirección**, como lo afirman los procuradores 
públicos demandados; por todo ello corresponde desestimar los agravios 
expresados. 


VI. DECISIÓN 


Por los fundamentos expuestos, este Colegiado, con la autoridad que le confiere el 
artículo 138% de la Constitución Política del Perú y la Ley, impartiendo justicia en 
nombre de la Nación, resuelven: 


27 Artículo 57. Aplicación general de la presente Ley a funcionarios En el caso de los funcionarios públicos, la 
presente Ley y sus normas reglamentarias se aplican según la naturaleza de sus actividades. 

8 Ver página 21 - TOMO l. 

22 Según el Clasificador de Cargos del SERFOR, por la clase del cargo de Director Ejecutivo y su naturaleza, tiene 
las siguientes funciones: “Ejerce la titularidad del Pliego y constituye autoridad ejecutiva institucional. Conoce del 
funcionamiento de la institución cautelando el cumplimiento de sus políticas, planes y estrategias. Coordina la 
operación técnica, supervisa y evalúa la organización y el funcionamiento del SINAFOR. Representa al SERFOR 
ante entidades e instituciones públicas y privadas, nacionales e internacionales, en materia de su competencia, 
ejerciendo la representación legal de la institución.” 

30 Actualmente se encuentra regulada por la Ley N*31 419, vigente desde el 16 de febrero de 2022, que establece 
las disposiciones para garantizar la idoneidad en el acceso y ejercicio de la función pública de funcionarios y 
directivos de libre designación y remoción. 

31 De acuerdo al Decreto Supremo N* 007-2013-MINAGRI, que aprueba el Reglamento de Organización y 
Funciones del SERFOR, el cargo del demandante no se trataría de uno similar a un “cargo de dirección”, sino 
dentro de su estructura orgánica, según el artículo 6, se trata de un “Organo de Alta Dirección”; esto es, la 
“Dirección Ejecutiva” está a cargo del “Director Ejecutivo”, que es el titular del pliego y máxima autoridad ejecutiva 
institucional y es de distinta naturaleza de un cargo de director. 
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1. CONFIRMAR el auto contenido en la resolución N*06 de fecha 23 de marzo de 
2021, que declara infundada la excepción de falta de legitimidad para obrar y falta 
de agotamiento de la vía administrativa deducida por la Procuraduría Pública del 
Consejo de Ministro. 


2. CONFIRMAR el auto contenido en la resolución N*07 de fecha 23 de marzo de 
2021, que declara infundada la excepción de incompetencia y falta de agotamiento 
de la vía previa deducida por la Procuraduría de Agricultura y Riesgo. 


3. CONFIRMAR la sentencia contenida en la resolución N* 16 de fecha 20 de 
agosto de 2021, que declara fundada la demanda de proceso de amparo, en 
consecuencia, se declara nula la Resolución Suprema N* 002-2020-MINAGRI de 
fecha 04 de junio de 2020, y ordena a la demandada que reponga al demandante 
en el cargo de Director Ejecutivo del Servicio Nacional Forestal y de Fauna Silvestre 
— SERFOR); con costos del proceso. Notifíquese y devuélvase. En los seguidos por 
Luis Alberto Gonzales Zúñiga Guzmán contra el Ministerio de Agricultura y Riesgo 


sobre proceso de amparo. 
ERR/ 


VILCHEZ DÁVILA SAAVEDRA CHOQUE 


ROMERO ROCA 
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